Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 10 minutos) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes: ) 


“1) Carta presentada por los Ahorristas Cuotapartistas indivisos de los fondos de recuperación del 
patrimonio bancario creado por la Ley N* 17.613, de 27 de diciembre de 2002, solicitando el 
tratamiento del tema. 


2) Solicitud de audiencia de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay a efectos de 
referirse al proyecto de ley que introduce ajustes al Nuevo Sistema Tributario. 


3) Solicitud de audiencia de la Cámara Uruguaya de Turismo a efectos de referirse al proyecto de ley 
que introduce ajustes al Nuevo Sistema Tributario.” 


-La Comisión de Hacienda del Senado tiene el agrado de recibir a la delegación de la 
Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, que ha sido invitada para exponer su opinión 
sobre proyecto de ley que modifica la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995 (Carpeta N* 177/2010. 
Distribuido N* 108/2010), que ya fuera aprobado por la Cámara de Representantes. 


La semana pasada recibimos a las autoridades del equipo económico del Gobierno y a los 
responsables de las AFAP quienes, en general, han manifestado una opinión favorable al proyecto de 
ley. Seguramente han recibido la versión taquigráfica de esas entrevistas y, en caso contrario, las 
ponemos a vuestra disposición. 


SEÑOR MORALES.- Como Secretario General de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del 
Uruguay, quiero agradecer la invitación de la Comisión. Desde el comienzo queremos dejar bien claro 
que no venimos a enfrentarnos con nadie -ni en particular, ni en general- pero tampoco pretendemos 
quedar bien con unos u otros. Simplemente, brindaremos la posición de la Coordinadora con respecto 
a los fondos de ahorro previsional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Conocemos a la Organización y descontábamos que esa era la actitud que 
iban a tener en esta oportunidad, tal como lo han manifestado en las muchas ocasiones en que han 
concurrido al Parlamento y, concretamente, a esta Comisión. 


SEÑOR MORALES.- A pesar de las reiteradas oportunidades en que, a lo largo de los años, hemos 
concurrido al Parlamento Nacional para tratar esta materia, nunca hemos sido escuchados. Sin 
embargo, seguimos insistiendo porque esas son las reglas de juego de la democracia uruguaya. 


La seguridad social es una actividad tan vieja como la humanidad; ya el hombre de las 
cavernas la ejercía cuando, en su etapa de plena fortaleza, salía a buscar sustento y abrigo para los 
niños y los viejos, es decir, para los miembros de la tribu que no estaban en su plenitud física. En 1948 
la humanidad adopta el concepto de seguridad social y lo convierte en uno de los derechos del 
hombre. Estos días veíamos en la televisión cómo se recordaba al uruguayo que tuvimos el orgullo de 
que nos representara, precisamente, en la redacción de los derechos del hombre, y pensábamos en 
qué diría ahora si viera lo que está ocurriendo, por ejemplo, en la materia que hoy estamos discutiendo. 
La Declaración Universal de los Derechos del Hombre dice que la seguridad social es un derecho 
fundamental del hombre. Por lo tanto consideramos -y así lo dijimos desde el momento en que se 
aprobó la Ley N* 16.713- que el lucro es totalmente incompatible con la prestación de un derecho 
humano fundamental. Creemos que en esta oportunidad no se trata de discutir cómo gastamos los 
fondos de ahorro previsional; de ninguna manera. Pensamos que los US$ 6.000:000.000 que reúnen 
esos fondos tendrían que estar en las arcas del Banco de Previsión Social. En este país, la canasta 
básica familiar asciende a $ 42.000 y el promedio jubilatorio es de $ 4.500 -como ustedes saben, 
en el mar de los promedios se ahogan los más chiquitos- pero hay jubilaciones de $ 2.000, $ 2.500, $ 


3.000 y aún más bajas que lo que se fija como mínimo. Lo mismo sucede con otro tipo de prestaciones, 
tales como asignaciones familiares, seguro de desempleo, seguros por enfermedad o pensiones por 
discapacidad, de las que se puede decir que son miserables. 


Hace pocos días la Central realizó una manifestación, en la que no participamos, pero nos 
tocó ver los residuos que quedaron en la calle. Uno de ellos fue un cartel que quedó frente al Banco de 
Previsión Social, que decía “Murro mentiroso. Se siguen pagando jubilaciones de $ 2.000”. En la 
inmensa mayoría de los casos la tasa de reemplazo que se le da al trabajador cuando se jubila alcanza 
los $ 3.500, $ 3.200 o $ 3.000, reitero, en un país donde la canasta básica familiar asciende a $ 42.000. 
Me pregunto -y consulto a los señores Legisladores- cuánto podría hacer el Banco de Previsión Social 
con esos US$ 6.000:000.000 que están en manos de los Bancos -me refiero al Banco de la República 
Oriental del Uruguay y a los privados- dueños de las AFAP. Entendemos que el dinero que aportan los 
trabajadores debe estar en las arcas del Banco de Previsión Social. Lo cierto es que nos agarramos la 
cabeza cuando vemos este proyecto de ley e insistimos en que no estamos aquí para discutir cómo 
debe gastarse el dinero, pero pensamos que es necesario hacerlo desde el Banco de Previsión Social. 
Los Bancos no tienen por qué guardar en sus arcas el dinero que aportan los trabajadores a la 
Seguridad Social. ¿Imaginan ustedes cuánto se podría hacer con esos US$ 6.000:000.000 que 
tienen los Bancos? ¿Cuánto se podría mejorar la Seguridad Social uruguaya? Sin embargo, seguimos 
sin entender cómo alguien puede pensar que ese dinero puede utilizarse para la compra de Bonos, tal 
como se ha venido haciendo y en parte se mantiene en el proyecto de ley. Recordamos que con ese 
dinero, hace unos años, se compraban Bonos que valían $ 100 y terminaron valiendo $ 60. 
Seguramente no fueron los Bancos los que perdieron, sino los fondos de ahorro de los trabajadores. 


Por si fuera poco, hemos notado que ahora también se pretende prestar ese dinero a las 
empresas de intermediación financiera; a esas empresas que -desgraciadamente- curran con el 
hambre, la miseria y la desesperación de los trabajadores y de los jubilados. Podríamos asegurar que 
el 99.99% de los jubilados y pensionistas hemos gestionado préstamos en el Banco de la República 
Oriental del Uruguay, en el Banco de Previsión Social y en las mal llamadas cooperativas de ahorro y 
crédito que -reitero, desgraciadamente- curran con la miseria de la gente. Cabe destacar que en la 
banca oficial se cobran tasas de interés de más del 30% y en las mal llamadas cooperativas de ahorro 
y crédito estas tasas son aún mayores. 


Repito que no nos cabe en la cabeza que desde el Gobierno llegue un proyecto de ley para 
que se trate en el Parlamento, con el fin de prestar dinero a esas empresas que medran con la miseria 
de la gente. 


Mucho se habla del Uruguay productivo y de invertir en la producción, sin embargo, el dinero 
se pone a disposición de los países con alta calificación crediticia. Seguramente no se habla del 
Uruguay sino, por ejemplo, de Estados Unidos o de Japón, que son países del primer mundo. Decimos 
esto a modo de ejemplo, para calificar lo que consideramos un disparate, y nos referimos al proyecto 
de ley. 


Quiero expresar, con total respeto pero también con mucha firmeza, que este mensaje es para 
los cuatro partidos con representación parlamentaria, porque cada uno de ellos tiene responsabilidad 
en este disparate que el Parlamento Nacional está considerando y que, seguramente, otra vez será 
aprobado por unanimidad, tal como ocurrió en la Cámara de Representantes. Pedimos disculpas a los 
señores Senadores, pero sería una falta de respeto de nuestra parte no decirles lo que pensamos al 
respecto. 


Creemos que por medio de este proyecto de ley se incurre en una grotesca violación de los 
derechos humanos. ¿Por qué decimos esto? Porque la seguridad social es un derecho humano 
fundamental, y cuando el Parlamento consagra definitivamente a las AFAP, se suma a esta violación. 


Hace pocos días, asistimos a la asunción del Presidente de la Asociación de Trabajadores de 
la Seguridad Social y en esa oportunidad fuimos vituperados por un Director del Banco de Previsión 
Social, quien decía que ahora el movimiento sindical uruguayo estaba intentando que quienes no 
estaban obligados a integrar las AFAP -los que entraron engañados- salieran de ellas. Consideramos 
que eso es perpetuar las AFAP, es decir, hacer que permanezcan para aquellos que están obligados. 
Esta persona que mencioné anteriormente y que es el representante de los trabajadores, nos trató de 
viejos carcamanes. 


Sabemos que, muchas veces, la consideración de los proyectos de ley demora hasta las 
calendas griegas y, sin embargo, esta iniciativa se aprobó rápidamente en la Cámara de 
Representantes, lo que aparentemente sucedería también en el Senado. Creemos que estábamos en 
lo cierto cuando afirmábamos que ese planteo de que salieran los que no estaban obligados 
representaba la consolidación de las AFAP; dos o tres semanas después de que esto sucediera, la vida 
nos dio la razón, porque llegó esta iniciativa a la Cámara de Representantes y fue aprobada. 


Somos conscientes del momento de la historia en el que nos toca vivir y de que en esta 
materia hay acuerdos entre el oficialismo y la oposición. Asimismo, sabemos que tenemos muy poca 
chance de que se escuchen y acepten nuestros planteos en el sentido de aprobar un proyecto de ley 
que elimine la Ley N* 16.713 y, con ella, las AFAP. Sin embargo, al menos tendremos la tranquilidad de 
conciencia de que en las versiones taquigráficas de esta reunión constará que una delegación digna se 
acercó para reclamar lo que debía: la eliminación inmediata de las AFAP porque son incompatibles con 
el derecho humano fundamental de acceso a la seguridad social. A su vez, en caso de que esta 
iniciativa sea aprobada, responsabilizamos al Parlamento Nacional de violar los derechos humanos de 
los uruguayos. 


Sé que a muchos de los señores Senadores puede no gustarles este planteo o la posición de 
nuestra coordinadora de jubilados. En todo caso, reitero que no hemos venido a ofenderlos o a faltarles 
el respeto, pero tampoco a quedar bien con ustedes; nuestra intención es hacer un llamado a la 
responsabilidad del Parlamento Nacional, que debe velar por el respeto de los derechos humanos de la 
gente. 


SEÑOR IBARRA.- Si bien nuestro objetivo es la eliminación de las AFAP, me voy a referir, 
concretamente, a dos artículos de esta iniciativa. 


El artículo 112 determina que el patrimonio de las AFAP es inembargable y, por consiguiente, 
cuando una de ellas se liquida no se puede tocar ni una silla. El artículo 139, por su parte, establece 
que el Estado es responsable de todo lo que tenga que pagar una AFAP en caso de que se liquide y, 
por tanto, es su garantía. 


Por treinta o treinta y cinco años las AFAP -tal como lo señaló el compañero Morales- van a 
seguir lucrando y llevándose el dinero de todos los trabajadores; las ganancias que obtienen son 
millonarias; tanto es así, que el año pasado batieron el récord, tal como fue anunciado por los 
representantes del Banco Central del Uruguay y del Banco de Previsión Social. En el caso de que las 
AFAP se fundan porque el dinero salga del Uruguay, el Estado, que somos todos nosotros, será el 
responsable. En este momento estamos aportando no sé cuántos millones de pesos mensuales, que 
son destinados al Banco de Previsión Social; es decir que nos sacan dinero para pagar nuestras 
propias jubilaciones. 


Además de los dos artículos mencionados, podríamos citar otros, como los de la Ley N* 
16.190 que refiere a los trabajadores. Nosotros tenemos hijos y nietos trabajadores a los que también 
se les está descontando y es por esa razón que, como ciudadanos de la República, tenemos el 
derecho y la obligación de hacer estos reclamos. 


SEÑOR MORALES.- Hace poco tiempo concurrimos a la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social del Senado y, desgraciadamente, había muy pocos señores Senadores presentes. Al finalizar la 
sesión, ingresó un señor Senador de la oposición, a quien le solicitamos que leyera la versión 
taquigráfica para que tuviera conocimiento de los planteos que habíamos realizado. Él, muy suelto de 
cuerpo, nos manifestó que no tenía responsabilidad alguna porque no era Gobierno y que el Gobierno 
estaba en manos de otro Partido. Por nuestra parte, consideramos que este tema es responsabilidad 
de los cuatro Partidos Políticos que tienen representación parlamentaria y, como tales, tienen que 
asumirla. 


Por último, queríamos solicitar a los miembros de la Comisión que nos hicieran llegar las 
versiones taquigráficas de las sesiones anteriores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ellas están disponibles en la página web del Parlamento. 


SEÑOR MORALES.- De acuerdo. 


SEÑOR RUBIO.- Deseo manifestar que, por norma, escucho todas las posturas, más allá del hecho 
de que a veces coincido y otras no. No obstante ello, no quiero que el silencio se interprete como que 
he aceptado -ni que alguien más lo haya hecho- la calificación de violación de los derechos humanos, 
que a mi juicio resulta absolutamente inaceptable. Estamos dispuestos a discutir lo que sea dentro de 
los marcos legales, pero no a aceptar calificaciones que nos parecen agraviantes. 


SEÑOR MORALES.- Repito las palabras que manifesté al principio de mi exposición: no hemos venido 
a agraviar a nadie; si alguien se siente agraviado, que se ponga el sayo que le corresponda. 


Una vez más afirmamos que este proyecto de ley es una clara violación a los derechos 
humanos y que quienes lo voten estarán, también, incurriendo en una violación de los mismos. 
Decimos esto aunque a algún señor Senador no le guste escucharlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin perjuicio de discrepar profundamente con esa visión, me gustaría que se 
nos hiciera llegar algún texto, documento o exposición doctrinaria -o legal- recogida de los organismos 
internacionales, donde se apoye el concepto de que la previsión social es un derecho humano 
fundamental y de que este proyecto de ley es violatorio de los derechos humanos. 


Reconocemos que, en alguna medida, tenemos que ir revisando nuestros pensamientos con 
el correr del tiempo, en la confrontación y el intercambio de opiniones, más allá de que provengan de 
posiciones diversas. 


SEÑOR AMORIN.- Antes que nada, quiero agradecer la presencia de la delegación que nos visita para 
exponer sus puntos de vista que, obviamente, serán escuchados y con los que no tenemos una nueva 
discrepancia, sino que es algo que viene de tiempo atrás. Esta delegación sabe bien que desde que se 
promulgó esta ley nuestro pensamiento ha sido distinto y lo continúa siendo. He venido a este ámbito a 
escuchar su opinión, aun sabiendo que no vamos a ponernos de acuerdo; como bien dijo el señor 
Morales, en democracia y con respeto debemos escuchar a los que piensan distinto a nosotros. 


SEÑOR MORALES.- Nunca pensé que tuviera que hacerles llegar material sobre la Declaración 
Universal de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, pero, con mucho gusto, lo haremos. También 
incluiremos una copia de los convenios suscritos entre Uruguay y la Organización Internacional de 
Trabajo. Esperemos que esto sirva para algo. 


Con respecto a las palabras del señor Senador Amorín, reconocemos la coherencia del 
Partido Colorado en esta materia, pero sabemos que hay otros Partidos que pensaban lo mismo que 
nosotros cuando se votó la Ley N* 16.713, de 1995, si bien actualmente han cambiado de 
opinión. Desgraciadamente, estas son las reglas de juego. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los representantes de la Coordinadora de 
Jubilados y Pensionistas del Uruguay, recordándoles que las puertas para el diálogo siempre estarán 
abiertas porque en un sistema democrático ejemplar, como es el uruguayo, siempre tendrán el espacio 
para ser escuchados, aun cuando las opiniones no sean compartidas. 


SEÑOR MORALES.- Muchas gracias. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


